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1
05001-33-33-
026-2022-
00169-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

TATIANA MARTINEZ
RIVERA

MUNICIPIO DE
MEDELLIN, NACION-
MINEDUCACION-
FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023 Auto fija
litigio

JGB-DECRETAR la prueba
documental solicitada por la
parte demandante. TENER
como pruebas los
documentos allegados al
expediente. REQUERIR a la
doctora AURORA VERGARA
FIGUEROA, ministra de
Educación Na...
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05001-33-33-
026-2022-
00247-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

FLOR MARIA RIVAS
MURILLO

NACION-
MINEDUCACION-
FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO,
MUNICIPIO MEDELLIN

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023
Auto que
niega las
excepciones

JGB-NEGAR la excepción
previa de falta de integración
del litisconsorcio necesario
por pasiva. DECRETAR la
prueba documental solicitada
por la parte demandante.
TENER como pruebas los
documentos alleg...
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05001-33-33-
026-2022-
00248-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

DIANA CRISTINA
PIEDRAHITA

NACIÓN-MINISTERIO
DE EDUCACIÓN
NACIONAL-FONDO
NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023
Auto que
niega las
excepciones

JGB-NEGAR la excepción
previa de falta de integración
del litisconsorcio necesario
por pasiva. DECRETAR la
prueba documental solicitada
por la parte demandante.
TENER como pruebas los
documentos alleg...
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05001-33-33-
026-2022-
00250-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

ALEXANDRA GARCIA
SIERRA

DEPARTAMENTO DE
ANTIOQUIA, NACION-
MINEDUCACION-
FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023 Auto fija
litigio

JGB-NEGAR la prueba
documental solicitada por el
Departamento de Antioquia.
DECRETAR la prueba
documental solicitada por la
parte demandante. TENER
como pruebas los
documentos allegados al
expediente....
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05001-33-33-
026-2022-
00251-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

ALLAN ESTID
VANEGAS ESPINAL

DEPARTAMENTO DE
ANTIOQUIA, NACION-
MINEDUCACION-
FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023
Auto
Traslado
partes 10
dias

JGB-INFORMAR que se
procederá a proferir sentencia
anticipada por la causal de
caducidad. CORRER
TRASLADO a las partes, por
el término común de diez 10
días, para que alleguen sus
alegatos finales. Si...
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05001-33-33-
026-2022-
00253-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

DORA ALBA SALAZAR
SALDARRIAGA

NACIÓN-MINISTERIO
DE EDUCACIÓN
NACIONAL-FONDO
NACIONAL DE
PRESTACIONES
SOCIALES DEL
MAGISTERIO ,
DEPARTAMENTO
ANTIOQUIA

ACCION DE
NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO
DEL DERECHO

18/08/2023 Auto fija
litigio

JGB-NEGAR la prueba
documental solicitada por el
Departamento de Antioquia.
DECRETAR la prueba
documental solicitada por la
parte demandante. TENER
como pruebas los
documentos allegados al
expediente....
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026-2022-
00469-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

MANUELA
ALEJANDRA
MORALES
CARDENAS

MUNICIPIO DE
ITUANGO

ACCIONES
POPULARES 18/08/2023

Auto
rechazando
In-Limine el
Recurso

JGB-RECHAZAR el recurso
de apelación interpuesto por
el Municipio de Ituango....
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05001-33-33-
026-2022-
00529-00

JUEZ 26
ADMINISTRATIVO
ORAL DE MEDELLIN

JAIME ESTEBAN
ALZATE CASTAÑO

E.S.E HOSPITAL
PEDRO CLAVER
AGUIRRE Y DE
TOLEDO

Conexo 18/08/2023
Auto que
ordena
requerir

JGB-REQUERIR al Banco
BBVA y al Banco Agrario. Por
secretaría, líbrense los oficios
comunicándoles el
requerimiento....
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Tatiana Martínez Rivera 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y Distrito 

Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00169 00  

Instancia Primera 

Asunto Niega excepción previa, decreta prueba, fija el litigio y corre 

traslado para alegar 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 21 de septiembre de 2021, la docente Tatiana Martínez Rivera, invocando 

el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la Ley 52 de 

19752 y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fomag, por medio de petición 

radicada ante el Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, 

que le reconociera y le pagara la sanción moratoria por la consignación 

extemporánea de las cesantías y de los intereses de las cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín, en representación del Fomag, mediante el Oficio 

202130472011 del 25 de octubre de 2021, negó lo solicitado por la docente. Contra 

dicha decisión no procedía recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 29 de abril de 2022; efectuado el reparto, ella 

le correspondió a este despacho judicial. El 26 de mayo de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 08 de julio de 2022, a las partes, a la agente del 

Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta última 

entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag y el Distrito Especial de Ciencia, 

Tecnología e Innovación de Medellín, propusieron excepciones de fondo, no 

excepciones previas. 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 
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5) En cuanto a las pruebas, el Fomag y la entidad territorial pidieron tener como 

prueba sólo las documentales aportadas, en tanto la parte demandante solicitó el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 25 de octubre de 2022, este juzgado corrió traslado de las excepciones 

propuestas; la parte demandante, en el término legal, emitió pronunciamiento. 

 

7) La demandante afirma que el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que modificó 

la Ley 91 de 1989, les entregó a las entidades territoriales la responsabilidad de 

reconocer y liquidar las cesantías de los docentes antes del 15 de febrero de la 

anualidad siguiente, así como de pagar sus intereses antes del 30 de enero, en la 

cuenta individual dispuesta para cada uno de ellos, lo que no se hizo. 

 

8) El Distrito de Medellín afirma que no es posible que exista sanción por mora por 

consignación tardía de las cesantías porque ellas son prepagadas al Fomag 

mediante el descuento mensual del presupuesto nacional de los recursos que van 

a ingresar de la Nación a las entidades territoriales, aunado a que ellas se 

garantizan con el giro anual que hace el Ministerio de Hacienda y Crédito Público de 

los recursos que están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 

Territoriales (Fonpet), por lo que, al 31 de diciembre de cada vigencia, los recursos 

que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya están girados al fondo. 

 

También señala que no existe normatividad legal ni línea jurisprudencial alguna que 

indique la obligación de consignarle a los docentes las cesantías y sus intereses en 

las fechas indicadas por la parte actora, y que dicho personal docente está sujeto 

a un régimen especial, régimen que tiene su propio marco normativo, diferente a 

lo regulado para los fondos privados de cesantías creados por la Ley 50 de 1990, 

ley que tampoco establece que ella sea aplicable al personal del magisterio. 

 

9) El Fomag manifiesta que la demandante es su afiliada, por lo que le es aplicable 

la Ley 812 de 2003, no la Ley 50 de 1990, norma exclusivas para las sociedades 

administradoras de fondos de cesantías, en tanto él es un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales de los docentes. 

 

 

CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Decisión de excepciones previas  

 

El artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo4 indica que «Las excepciones previas se formularán y decidirán 

                                                           
4 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
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según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del 

artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 

que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, 

resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 

decisión». 

 

Por su parte, el artículo 101 de esa misma codificación señala, entre otras cosas, lo 

siguiente: «El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la 

práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida 

continuar el trámite del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido 

oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda 

al demandante».  

 

1.2. Sentencia anticipada  

 

El literal b) del numeral 1° del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo5 indica que podrá dictarse 

sentencia anticipada: «Cuando no haya que practicar pruebas». 

 

A su turno, el inciso segundo de dicho artículo señala que el juez o magistrado 

ponente, mediante auto, fijará el litigio u objeto de controversia y cumplido lo 

anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de dicho código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

Y su parágrafo único establece: «En la providencia que corra traslado para alegar, 

se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal 

del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará». 

 

2. Caso concreto 

 

2.1. Excepciones 

 

Teniendo en cuenta que el Fomag y el Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín sólo presentaron excepciones de fondo, no hay lugar a 

emitir pronunciamiento alguno en esta etapa procesal. 

 

2.2. Pruebas 

 

La parte demandante solicita que se exhorte a la entidad territorial para que 

certifique el monto pagado, la fecha exacta en la que se consignaron las cesantías 

correspondientes a la vigencia 2020 o informe si realizó algún trámite, y al 

                                                           
5 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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Ministerio de Educación Nacional para que indique el monto y la fecha de 

consignación de las cesantías y precise la fecha exacta en que fueron pagados los 

intereses a las cesantías, el valor cancelado hasta el año 2020 y aporte copia de la 

transacción. 

 

Al respecto, este despacho judicial advierte que en el expediente reposa un extracto 

de los intereses a las cesantías expedido por el Fomag, sin embargo, éste no 

corresponde a la docente Tatiana Martínez Rivera. 

 

Así las cosas, la prueba será decretada en el siguiente sentido: (i) se le ordenará a 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, que, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, certifique la 

fecha de pago de las cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020, 

allegue copia de la constancia de la transacción o consignación (individual o 

conjunta) a la demandante y aporte el extracto de los intereses a las cesantías 

correspondiente a la demandante. 

 

Además, se tendrán como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, como las pruebas decretadas son de naturaleza 

documental, no se advierte la necesidad de celebrar audiencia inicial ni de pruebas, 

por lo que, en los términos señalados en el literal b) del numeral 1° del artículo 182 

de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los trámites correspondientes 

para dictar sentencia anticipada. 

 

2.3. Fijación del litigio 

 

El litigio se fija de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se realiza la 

consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) ¿debe 

declararse la nulidad del Oficio 202130472011 del 25 de octubre de 2021?; y (iii) 

¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

2.4. Traslado para alegar  

 

Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, estas 

se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días, 

transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término común de 

diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el Ministerio 

Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto jurídico. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: DECRETAR la prueba documental solicitada por la parte demandante, 

en los términos expuestos.  

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

TERCERO: REQUERIR a la doctora AURORA VERGARA FIGUEROA, ministra de 

Educación Nacional, para que, en el término de quince (15) días hábiles, contados 

a partir de la fecha de recibo del oficio, certifique la fecha en la que se llevó a cabo 

el pago a la señora Tatiana Martínez Rivera de las cesantías causadas del 1 de enero 

al 31 de diciembre del 2020, allegue copia de la constancia de la respectiva 

transacción o consignación (individual o conjunta) correspondiente a la vigencia 

2020, y aporte el extracto de los intereses a las cesantías correspondiente a la 

demandante. 

 

CUARTO: Teniendo en cuenta que la prueba decretada corresponde a una prueba 

documental, no es necesaria su práctica, sino que una vez se allegue la respuesta 

se procederá a su incorporación, en los términos señalados en el literal b) del 

numeral 1° del artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los 

trámites correspondientes para dictar sentencia anticipada. 

 

QUINTO: FIJAR EL LITIGIO de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria 

establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se 

realiza la consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) 

¿debe declararse la nulidad del Oficio 202130472011 del 25 de octubre de 2021?; 

y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

SEXTO: Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, 

ellas se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días 

hábiles, transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término 

común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene 

el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto 

jurídico.  

 

SÉPTIMO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del DISTRITO 

ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN al 

abogado Jairo Orlando Vasco Ríos, portador de la tarjeta profesional número 53.093 
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expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de la NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) a la abogada Ilba 

Carolina Rodríguez Correa, portadora de la tarjeta profesional número 315.085 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS  

JUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Flor María Rivas Murillo 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y Distrito 

Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00247 00  

Instancia Primera 

Asunto Niega excepción previa, decreta prueba, fija el litigio y corre 

traslado para alegar 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 19 de noviembre de 2021, la docente Flor María Rivas Murillo, invocando 

el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la Ley 52 de 

19752 y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag), por medio de petición radicada ante el Distrito 

Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, que le reconociera y le 

pagara la sanción moratoria por la consignación extemporánea de las cesantías y 

de los intereses de las cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín, en representación del Fomag, mediante el Oficio 

202130551679 del 9 de diciembre de 2021, negó lo solicitado por la docente. Contra 

dicha decisión no procedía recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 31 de mayo de 2022; efectuado el reparto, 

ella le correspondió a este despacho judicial. El 7 de julio de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 8 de agosto de 2022, a las partes, a la agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta 

última entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag propuso excepciones de fondo, 

mientras que el Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 
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además de las excepciones de fondo, propuso la indebida integración del 

contradictorio, asimilable a la excepción previa denominada «no comprender la 

demanda todos los litisconsortes necesarios». 

 

5) En cuanto a las pruebas, el Fomag y la entidad territorial pidieron tener como 

prueba sólo las documentales aportadas, en tanto la parte demandante solicitó el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 13 de diciembre de 2022, este despacho judicial corrió traslado de las 

excepciones propuestas; la parte demandante, dentro del término legal, emitió 

pronunciamiento. 

 

7) La parte demandante afirma que el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que 

modificó la Ley 91 de 1989, les entregó a las entidades territoriales la 

responsabilidad de reconocer y liquidar las cesantías de los docentes antes del 15 

de febrero de la anualidad siguiente, así como de pagar sus intereses antes del 30 

de enero, en la cuenta individual dispuesta para cada uno de ellos, lo que no se 

hizo. 

 

8) El Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín afirma que 

no es posible que exista sanción por mora por consignación tardía de las cesantías 

porque ellas son prepagadas al Fomag mediante el descuento mensual del 

presupuesto nacional de los recursos que van a ingresar de la Nación a las entidades 

territoriales, aunado a que ellas se garantizan con el giro anual que hace el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet), por lo que, al 31 de 

diciembre de cada vigencia, los recursos que garantizan la totalidad de cesantías 

de los docentes ya se encuentran girados al fondo. 

 

También señala que no existe normatividad legal ni línea jurisprudencial alguna que 

indique la obligación de consignarle a los funcionarios del magisterio las cesantías 

y sus intereses en las fechas indicadas por la parte actora, y que dicho personal 

docente está sujeto a un régimen especial, régimen que tiene su propio marco 

normativo, diferente a lo regulado para los fondos privados de cesantías creados 

por la Ley 50 de 1990, ley que tampoco establece que ella sea aplicable al personal 

del magisterio. 

 

9) El Fomag manifiesta que la demandante es su afiliada, por lo que el régimen 

legal aplicable no es otro que el dispuesto en la Ley 812 de 2003, no las 

disposiciones contenidas en la Ley 50 de 1990, normas exclusivas para las 

sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta él, que 

es un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales 

de los docentes. 
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CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Decisión de excepciones previas  

 

El artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo4 indica que «Las excepciones previas se formularán y decidirán 

según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del 

artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 

que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, 

resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 

decisión». 

 

A su vez, el artículo 100 del Código General del Proceso preceptúa que, dentro del 

término de traslado de la demanda, salvo disposición en contrario, el demandado 

podrá proponer, entre otras, la excepción previa de «No comprender la demanda a 

todos los litisconsortes necesarios» (numeral 8). 

 

Al respecto, el artículo 61 del Código General del Proceso dispone: «Cuando el 

proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 

naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea 

posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de 

tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse 

por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite 

la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar 

el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el 

demandado».  

 

Por su parte, el artículo 101 de esa misma codificación señala, entre otras cosas, lo 

siguiente: «El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la 

práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida 

continuar el trámite del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido 

oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda 

al demandante».  

 

1.2. Sentencia anticipada  

 

El literal b) del numeral 1° del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo5 indica que podrá dictarse 

sentencia anticipada: «Cuando no haya que practicar pruebas». 

 

                                                           
4 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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A su turno, el inciso segundo de dicho artículo señala que el juez o magistrado 

ponente, mediante auto, fijará el litigio u objeto de controversia y cumplido lo 

anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de dicho código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

Y su parágrafo único establece: «En la providencia que corra traslado para alegar, 

se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal 

del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará». 

 

2. Caso concreto 

 

2.1. Excepciones 

 

En el presente caso, este despacho judicial observa que el Distrito Especial de 

Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín propuso como excepción la indebida 

integración del contradictorio, la cual no está enlistada en las excepciones previas 

contenidas en el artículo 100 del Código General del Proceso. 

 

Sin embargo, teniendo en cuenta los argumentos expuestos por la entidad 

demandada y el deber del juez de interpretación que permita decidir el fondo del 

asunto, se asimilará la excepción propuesta a la de falta de integración del 

litisconsorcio necesario.  

 

2.1.1. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

 

El Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín afirma que la 

Ley 715 de 2001 le prohíbe a las entidades territoriales asumir costos del personal 

docente por fuera de los recursos del Sistema General de Participaciones, por lo 

que son los ministerios de Educación (entidad demandada) y de Hacienda y Crédito 

Público los que disponen de los recursos para el pago de las cesantías e intereses a 

las cesantías de los docentes, siendo indispensable su vinculación al presente 

proceso. 

 

De acuerdo con lo expuesto en el marco jurídico, es claro que el litisconsorcio 

necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene una relación jurídica 

material, única e indivisible que debe resolverse de manera uniforme para todos los 

sujetos que la integran, por ser un requisito imprescindible para adelantar el 

proceso con validez.  

 

Partiendo de las anteriores premisas, este despacho judicial encuentra que es 

posible proferir sentencia con los sujetos integrados al presente proceso y, en 

consecuencia, es claro que no existe litisconsorcio necesario con el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público. Por lo tanto, se negará la excepción previa propuesta 

por la entidad territorial.  
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2.2. Pruebas 

 

La parte demandante solicita que se exhorte a la entidad territorial para que 

certifique el monto pagado, la fecha exacta en la que se consignaron las cesantías 

correspondientes a la vigencia 2020 o informe si realizó algún trámite y al Ministerio 

de Educación Nacional para que indique el monto y la fecha de consignación de las 

cesantías y precise la fecha exacta en que fueron pagados los intereses a las 

cesantías, el valor cancelado hasta el año 2020 y aporte copia de la transacción. 

 

Al respecto, se advierte que dentro del expediente reposa el extracto de los 

intereses a las cesantías expedido por el Fomag6, documento que indica el monto 

acumulado por concepto de cesantías, el monto reconocido por concepto de 

intereses a las cesantías y la fecha de pago de dichos intereses. Además, la entidad 

territorial allegó la constancia de remisión del reporte de cesantías (Oficio n.° 

202130026000 DEL 22 de enero de 20217) a la Fiduciaria La Previsora S.A.; sin 

embargo, no allegó la liquidación. 

 

Teniendo en cuenta que dentro del expediente obran los documentos que pretendía 

solicitar la parte actora a la entidad territorial, de manera parcial, así como la 

constancia de pago de los intereses a las cesantías solicitadas al Ministerio de 

Educación Nacional, resulta innecesario decretar la prueba en los términos 

solicitados.  

 

Así las cosas, la prueba será decretada en el siguiente sentido: (i) se le ordenará a 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, que, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, certifique la 

fecha de pago de las cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 

y allegue copia de la constancia de la transacción o consignación (individual o 

conjunta) a la demandante; y (ii) se le ordenará a la entidad territorial, a través de 

la Secretaría de Educación, que, en el mismo término, allegue la liquidación de las 

cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 que le fue reportada 

a la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 

Además, se tendrán como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, como las pruebas decretadas son de naturaleza 

documental, no se advierte la necesidad de celebrar audiencia inicial ni de pruebas, 

por lo que, en los términos señalados en el literal b) del numeral 1° del artículo 182 

de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los trámites correspondientes 

para dictar sentencia anticipada.  

                                                           
6 Archivo 001.1 del expediente digital. 
7 Archivo 008.7 del expediente digital. 
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2.3. Fijación del litigio 

 

El litigio se fija de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se realiza la 

consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) ¿debe 

declararse la nulidad del Oficio  202130551679 del 9 de diciembre de 2021?; y (iii) 

¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

2.4. Traslado para alegar  

 

Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, ellas 

se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días, 

transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término común de 

diez (10) días hábiles, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el 

Ministerio Público, en la misma oportunidad procesal, podrá presentar su concepto 

jurídico. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la excepción previa de falta de integración del litisconsorcio 

necesario por pasiva, propuesta por el DISTRITO ESPECIAL DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN, por las razones expuestas en 

precedencia. 

 

SEGUNDO: DECRETAR la prueba documental solicitada por la parte demandante, 

en los términos expuestos. 

 

TERCERA: TENER como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso.  

 

CUARTO: REQUERIR a la doctora AURORA VERGARA FIGUEROA, ministra de 

Educación Nacional, para que, en el término de quince (15) días hábiles, contados 

a partir de la fecha de recibo del oficio, certifique la fecha en la que se llevó a cabo 

el pago a la señora Flor María Rivas Murillo de las cesantías y allegue copia de la 

constancia de la respectiva transacción o consignación (individual o conjunta) 

correspondiente a la vigencia 2020. 
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QUINTO: REQUERIR al doctor JUAN DAVID AGUDELO RESTREPO, secretario 

de Educación del DISTRITO ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN DE MEDELLÍN, para que, en el término de quince (15) días hábiles, 

contados a partir de la fecha de recibo del oficio, allegue la liquidación de las 

cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 de la señora Flor 

María Rivas Murillo correspondientes al año 2020, que le fue reportada a la 

Fiduciaria La Previsora S.A.  

 

SEXTO: Teniendo en cuenta que la prueba decretada corresponde a una prueba 

documental, no es necesaria su práctica, sino que una vez se allegue la respuesta 

se procederá a su incorporación, en los términos señalados en el literal b) del 

numeral 1° del artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los 

trámites correspondientes para dictar sentencia anticipada. 

 

SÉPTIMO: FIJAR EL LITIGIO de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria 

establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se 

realiza la consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) 

¿debe declararse la nulidad del Oficio 202130551679 del 9 de diciembre de 2021?; 

y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

OCTAVO: Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales 

decretadas, ellas se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco 

(5) días hábiles, transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el 

término común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien 

lo tiene el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto 

jurídico.  

 

NOVENO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del DISTRITO 

ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN al 

abogado Joaquín Emilio Gallo Machado, portador de la tarjeta profesional número 

80.061 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder 

que obra en el expediente digital. 

 

DÉCIMO: ADMITIR, en los términos del artículo 76 del Código General del 

Proceso, la renuncia al poder otorgado al abogado Joaquín Emilio Gallo Machado, 

quien aportó la comunicación enviada al Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín. Los efectos de dicha renuncia se produjeron cinco (5) días 

después de su presentación. 

 

DÉCIMO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del DISTRITO 

ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN al 

abogado Alejandro Rojas Hoyos, portador de la tarjeta profesional número 159.277 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 
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DÉCIMO PRIMERO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de la 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) a la abogada Ilba 

Carolina Rodríguez Correa, portadora de la tarjeta profesional número 315.085 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS  

JUEZ 

Firmado Por:

Saúl  Martínez Salas

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 026

Medellin - Antioquia
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Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Diana Cristina Blandón Piedrahita 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y Distrito 

Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00248 00  

Instancia Primera 

Asunto Niega excepción previa, decreta prueba, fija el litigio y corre 

traslado para alegar 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 19 de noviembre de 2021, la docente Diana Cristina Blandón Piedrahita, 

invocando el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la 

Ley 52 de 19752 y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), por medio de petición radicada ante 

el Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, que le 

reconociera y le pagara la sanción moratoria por la consignación extemporánea de 

las cesantías y de los intereses de las cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín, en representación del Fomag, mediante el Oficio 

202130551679 del 9 de diciembre de 2021, negó lo solicitado por la docente. Contra 

dicha decisión no procedía recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 31 de mayo de 2022; efectuado el reparto, 

ella le correspondió a este despacho judicial. El 7 de julio de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 8 de agosto de 2022, a las partes, a la agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta 

última entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag propuso excepciones de fondo, 

mientras que el Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 
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además de las excepciones de fondo, propuso la indebida integración del 

contradictorio, asimilable a la excepción previa denominada «no comprender la 

demanda todos los litisconsortes necesarios». 

 

5) En cuanto a las pruebas, el Fomag y la entidad territorial pidieron tener como 

prueba sólo las documentales aportadas, en tanto la parte demandante solicitó el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 13 de diciembre de 2022, este despacho judicial corrió traslado de las 

excepciones propuestas; la parte demandante, dentro del término legal, emitió 

pronunciamiento. 

 

7) La parte demandante afirma que el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que 

modificó la Ley 91 de 1989, les entregó a las entidades territoriales la 

responsabilidad de reconocer y liquidar las cesantías de los docentes antes del 15 

de febrero de la anualidad siguiente, así como de pagar sus intereses antes del 30 

de enero, en la cuenta individual dispuesta para cada uno de ellos, lo que no se 

hizo. 

 

8) El Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín afirma que 

no es posible que exista sanción por mora por consignación tardía de las cesantías 

porque ellas son prepagadas al Fomag mediante el descuento mensual del 

presupuesto nacional de los recursos que van a ingresar de la Nación a las entidades 

territoriales, aunado a que ellas se garantizan con el giro anual que hace el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet), por lo que, al 31 de 

diciembre de cada vigencia, los recursos que garantizan la totalidad de cesantías 

de los docentes ya se encuentran girados al fondo. 

 

También señala que no existe normatividad legal ni línea jurisprudencial alguna que 

indique la obligación de consignarle a los funcionarios del magisterio las cesantías 

y sus intereses en las fechas indicadas por la parte actora, y que dicho personal 

docente está sujeto a un régimen especial, régimen que tiene su propio marco 

normativo, diferente a lo regulado para los fondos privados de cesantías creados 

por la Ley 50 de 1990, ley que tampoco establece que ella sea aplicable al personal 

del magisterio. 

 

9) El Fomag manifiesta que la demandante es su afiliada, por lo que el régimen 

legal aplicable no es otro que el dispuesto en la Ley 812 de 2003, no las 

disposiciones contenidas en la Ley 50 de 1990, normas exclusivas para las 

sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta él, que 

es un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales 

de los docentes. 
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CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Decisión de excepciones previas  

 

El artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo4 indica que «Las excepciones previas se formularán y decidirán 

según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del 

artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 

que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, 

resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 

decisión». 

 

A su vez, el artículo 100 del Código General del Proceso preceptúa que, dentro del 

término de traslado de la demanda, salvo disposición en contrario, el demandado 

podrá proponer, entre otras, la excepción previa de «No comprender la demanda a 

todos los litisconsortes necesarios» (numeral 8). 

 

Al respecto, el artículo 61 del Código General del Proceso dispone: «Cuando el 

proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 

naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea 

posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de 

tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse 

por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite 

la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar 

el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el 

demandado».  

 

Por su parte, el artículo 101 de esa misma codificación señala, entre otras cosas, lo 

siguiente: «El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la 

práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida 

continuar el trámite del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido 

oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda 

al demandante».  

 

1.2. Sentencia anticipada  

 

El literal b) del numeral 1° del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo5 indica que podrá dictarse 

sentencia anticipada: «Cuando no haya que practicar pruebas». 

 

                                                           
4 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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A su turno, el inciso segundo de dicho artículo señala que el juez o magistrado 

ponente, mediante auto, fijará el litigio u objeto de controversia y cumplido lo 

anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de dicho código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

Y su parágrafo único establece: «En la providencia que corra traslado para alegar, 

se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal 

del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará». 

 

2. Caso concreto 

 

2.1. Excepciones 

 

En el presente caso, este despacho judicial observa que el Distrito Especial de 

Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín propuso como excepción la indebida 

integración del contradictorio, la cual no está enlistada en las excepciones previas 

contenidas en el artículo 100 del Código General del Proceso. 

 

Sin embargo, teniendo en cuenta los argumentos expuestos por la entidad 

demandada y el deber del juez de interpretación que permita decidir el fondo del 

asunto, se asimilará la excepción propuesta a la de falta de integración del 

litisconsorcio necesario.  

 

2.1.1. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios 

 

El Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín afirma que la 

Ley 715 de 2001 le prohíbe a las entidades territoriales asumir costos del personal 

docente por fuera de los recursos del Sistema General de Participaciones, por lo 

que son los ministerios de Educación (entidad demandada) y de Hacienda y Crédito 

Público los que disponen de los recursos para el pago de las cesantías e intereses a 

las cesantías de los docentes, siendo indispensable su vinculación al presente 

proceso. 

 

De acuerdo con lo expuesto en el marco jurídico, es claro que el litisconsorcio 

necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene una relación jurídica 

material, única e indivisible que debe resolverse de manera uniforme para todos los 

sujetos que la integran, por ser un requisito imprescindible para adelantar el 

proceso con validez.  

 

Partiendo de las anteriores premisas, este despacho judicial encuentra que es 

posible proferir sentencia con los sujetos integrados al presente proceso y, en 

consecuencia, es claro que no existe litisconsorcio necesario con el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público. Por lo tanto, se negará la excepción previa propuesta 

por la entidad territorial.  



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

2022-00248 
Página 5 de 8 

 

2.2. Pruebas 

 

La parte demandante solicita que se exhorte a la entidad territorial para que 

certifique el monto pagado, la fecha exacta en la que se consignaron las cesantías 

correspondientes a la vigencia 2020 o informe si realizó algún trámite y al Ministerio 

de Educación Nacional para que indique el monto y la fecha de consignación de las 

cesantías y precise la fecha exacta en que fueron pagados los intereses a las 

cesantías, el valor cancelado hasta el año 2020 y aporte copia de la transacción. 

 

Al respecto, se advierte que dentro del expediente reposa el extracto de los 

intereses a las cesantías expedido por el Fomag6, documento que indica el monto 

acumulado por concepto de cesantías, el monto reconocido por concepto de 

intereses a las cesantías y la fecha de pago de dichos intereses. Además, la entidad 

territorial allegó la constancia de remisión del reporte de cesantías (Oficio n.° 

202130026000 DEL 22 de enero de 20217) a la Fiduciaria La Previsora S.A.; sin 

embargo, no allegó la liquidación. 

 

Teniendo en cuenta que dentro del expediente obran los documentos que pretendía 

solicitar la parte actora a la entidad territorial, de manera parcial, así como la 

constancia de pago de los intereses a las cesantías solicitadas al Ministerio de 

Educación Nacional, resulta innecesario decretar la prueba en los términos 

solicitados.  

 

Así las cosas, la prueba será decretada en el siguiente sentido: (i) se le ordenará a 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, que, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, certifique la 

fecha de pago de las cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 

y allegue copia de la constancia de la transacción o consignación (individual o 

conjunta) a la demandante; y (ii) se le ordenará a la entidad territorial, a través de 

la Secretaría de Educación, que, en el mismo término, allegue la liquidación de las 

cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 que le fue reportada 

a la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 

Además, se tendrán como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, como las pruebas decretadas son de naturaleza 

documental, no se advierte la necesidad de celebrar audiencia inicial ni de pruebas, 

por lo que, en los términos señalados en el literal b) del numeral 1° del artículo 182 

de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los trámites correspondientes 

para dictar sentencia anticipada.  

                                                           
6 Archivo 001.1 del expediente digital. 
7 Archivo 008.7 del expediente digital. 
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2.3. Fijación del litigio 

 

El litigio se fija de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se realiza la 

consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) ¿debe 

declararse la nulidad del Oficio 202130551679 del 9 de diciembre de 2021?; y (iii) 

¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

2.4. Traslado para alegar  

 

Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, ellas 

se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días, 

transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término común de 

diez (10) días hábiles, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el 

Ministerio Público, en la misma oportunidad procesal, podrá presentar su concepto 

jurídico. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la excepción previa de falta de integración del litisconsorcio 

necesario por pasiva, propuesta por el DISTRITO ESPECIAL DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN, por las razones expuestas en 

precedencia. 

 

SEGUNDO: DECRETAR la prueba documental solicitada por la parte demandante, 

en los términos expuestos. 

 

TERCERA: TENER como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso.  

 

CUARTO: REQUERIR a la doctora AURORA VERGARA FIGUEROA, ministra de 

Educación Nacional, para que, en el término de quince (15) días hábiles, contados 

a partir de la fecha de recibo del oficio, certifique la fecha en la que se llevó a cabo 

el pago a la señora Diana Cristina Blandón Piedrahita de las cesantías y allegue 

copia de la constancia de la respectiva transacción o consignación (individual o 

conjunta) correspondiente a la vigencia 2020. 
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QUINTO: REQUERIR al doctor JUAN DAVID AGUDELO RESTREPO, secretario 

de Educación del DISTRITO ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN DE MEDELLÍN, para que, en el término de quince (15) días hábiles, 

contados a partir de la fecha de recibo del oficio, allegue la liquidación de las 

cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 de la señora Diana 

Cristina Blandón Piedrahita correspondientes al año 2020, que le fue reportada a la 

Fiduciaria La Previsora S.A.  

 

SEXTO: Teniendo en cuenta que la prueba decretada corresponde a una prueba 

documental, no es necesaria su práctica, sino que una vez se allegue la respuesta 

se procederá a su incorporación, en los términos señalados en el literal b) del 

numeral 1° del artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los 

trámites correspondientes para dictar sentencia anticipada. 

 

SÉPTIMO: FIJAR EL LITIGIO de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria 

establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se 

realiza la consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) 

¿debe declararse la nulidad del Oficio 202130551679 del 9 de diciembre de 2021?; 

y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

OCTAVO: Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales 

decretadas, ellas se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco 

(5) días hábiles, transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el 

término común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien 

lo tiene el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto 

jurídico.  

 

NOVENO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del DISTRITO 

ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE MEDELLÍN al 

abogado Joaquín Emilio Gallo Machado, portador de la tarjeta profesional número 

80.061 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder 

que obra en el expediente digital. 

 

DÉCIMO: ADMITIR, en los términos del artículo 76 del Código General del 

Proceso, la renuncia al poder otorgado al abogado Joaquín Emilio Gallo Machado, 

quien aportó la comunicación enviada al Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medellín. Los efectos de dicha renuncia se produjeron cinco (5) días 

después de su presentación. 

 

DÉCIMO PRIMERO: RECONOCER personería para actuar como apoderada del 

DISTRITO ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DE 

MEDELLÍN a la abogada Jeniffer Tattiana Saldarriaga López, portadora de la tarjeta 

profesional número 258.804 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en 

los términos del poder que obra en el expediente digital. 
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DÉCIMO SEGUNDO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de la 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) a la abogada Ilba 

Carolina Rodríguez Correa, portadora de la tarjeta profesional número 315.085 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Alexandra García Sierra 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y 

Departamento de Antioquia 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00250 00  

Instancia Primera 

Asunto Niega excepción previa, decreta prueba, fija el litigio y corre 

traslado para alegar 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 15 de diciembre de 2021, la docente Alexandra García Sierra, invocando 

el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la Ley 52 de 

19752 y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag), por medio de petición radicada ante el 

Departamento de Antioquia, que le reconociera y le pagara la sanción moratoria 

por la consignación extemporánea de las cesantías y de los intereses de las 

cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia, en representación 

del Fomag, mediante el Oficio ANT2021EE046901 del 27 de diciembre de 2021, 

negó lo solicitado por la docente. Contra dicha decisión no procedía recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 2 de junio de 2022; efectuado el reparto, ella 

le correspondió a este despacho judicial. El 7 de julio de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 2 de agosto de 2022, a las partes, a la agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta 

última entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag y el Departamento de Antioquia 

propusieron excepciones de fondo. 

 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

2022-00250 
Página 2 de 6 

 

5) En cuanto a las pruebas, el Fomag pidió tener como prueba sólo las documentales 

aportadas, en tanto la parte demandante y la entidad territorial solicitaron el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 13 de diciembre de 2022, este despacho judicial corrió traslado de las 

excepciones propuestas; la parte demandante, dentro del término legal, emitió 

pronunciamiento. 

 

7) La demandante afirma que el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que modificó 

la Ley 91 de 1989, les entregó a las entidades territoriales la responsabilidad de 

reconocer y liquidar las cesantías de los docentes antes del 15 de febrero de la 

anualidad siguiente, así como de pagar sus intereses antes del 30 de enero, en la 

cuenta individual dispuesta para cada uno de ellos, lo que no se hizo. 

 

8) El Departamento de Antioquia afirma que no existe normatividad legal ni línea 

jurisprudencial alguna que señale la obligación de consignarle a los funcionarios del 

magisterio las cesantías y sus intereses en las fechas indicadas por la parte actora 

y que dicho personal docente está sujeto a un régimen especial, régimen que tiene 

su propio marco normativo, diferente a lo regulado para los fondos privados de 

cesantías creados por la Ley 50 de 1990, ley que tampoco establece su aplicación 

al magisterio. 

 

9) El Fomag manifiesta que la demandante es su afiliada, por lo que el régimen 

legal aplicable no es otro que el dispuesto en la Ley 812 de 2003, no las 

disposiciones contenidas en la Ley 50 de 1990, normas exclusivas para las 

sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta él, que 

es un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales 

de los docentes. 

 

 

CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Decisión de excepciones previas  

 

El artículo 175 de la Ley 1437 de 20114 indica que «Las excepciones previas se 

formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 

General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el 

inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las 

decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 

practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y 

estén pendientes de decisión». 

                                                           
4 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
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A su vez, el artículo 100 del Código General del Proceso preceptúa que, dentro del 

término de traslado de la demanda, salvo disposición en contrario, el demandado 

podrá proponer las excepciones previas que se encuentran establecidas de manera 

taxativa. 

 

Por su parte, el artículo 101 de esa misma codificación señala, entre otras cosas, lo 

siguiente: «El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la 

práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida 

continuar el trámite del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido 

oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda 

al demandante».  

 

1.2. Sentencia anticipada  

 

El literal b) del numeral 1° del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo5 indica que podrá dictarse 

sentencia anticipada: «Cuando no haya que practicar pruebas». 

 

A su turno, el inciso segundo de dicho artículo señala que el juez o magistrado 

ponente, mediante auto, fijará el litigio u objeto de controversia y cumplido lo 

anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de dicho código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

Y su parágrafo único establece: «En la providencia que corra traslado para alegar, 

se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal 

del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará». 

 

2. Caso concreto 

 

2.1. Excepciones 

 

Teniendo en cuenta que el Fomag y el Departamento de Antioquia sólo presentaron 

excepciones de fondo, no hay lugar a emitir pronunciamiento alguno en esta etapa 

procesal. 

 

2.2. Pruebas 

 

La parte demandante solicita que se exhorte a la entidad territorial para que 

certifique el monto pagado, la fecha exacta en la que se consignaron las cesantías 

correspondientes a la vigencia 2020 o informe si realizó algún trámite y al Ministerio 

de Educación Nacional para que indique el monto y la fecha de consignación de las 

                                                           
5 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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cesantías y precise la fecha exacta en que fueron pagados los intereses a las 

cesantías, el valor cancelado hasta el año 2020 y aporte copia de la transacción. 

Al respecto, este despacho judicial advierte que dentro del expediente reposa una 

de las pruebas documentales solicitadas por la parte actora, correspondiente al 

extracto de los intereses a las cesantías expedido por el Fomag6, documento que 

indica el monto acumulado por concepto de cesantías, el monto reconocido por 

concepto de intereses a las cesantías y la fecha de pago de dichos intereses. 

Teniendo en cuenta lo anterior, resulta innecesario decretar la prueba en los 

términos solicitados.  

 

Así las cosas, la prueba será decretada en el siguiente sentido: (i) se le ordenará a 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, que certifique la fecha 

de pago de las cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 y 

allegue copia de la constancia de la transacción o consignación (individual o 

conjunta) a la demandante; y (ii) se le ordenará a la entidad territorial, a través de 

la Secretaría de Educación, que, en el mismo término, certifique la fecha en la que 

llevó a cabo la liquidación de las cesantías e intereses a las cesantías de la 

demandante correspondientes al año 2020 y lo reportó a la Fiduciaria La Previsora 

S.A.  

 

Por otra parte, el Departamento de Antioquia solicita oficiar al Fomag para que 

certifique la fecha de consignación de las cesantías. Sin embargo, se advierte que 

dicha prueba guarda estrecha relación con las pruebas documentales solicitadas por 

la parte demandante, las que ya fueron decretadas en precedencia. 

 

Además, se tendrán como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, como las pruebas decretadas son de naturaleza 

documental, no se advierte la necesidad de celebrar audiencia inicial ni de pruebas, 

por lo que, en los términos señalados en el literal b) del numeral 1° del artículo 182 

de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los trámites correspondientes 

para dictar sentencia anticipada.  

 

2.3. Fijación del litigio 

 

El litigio se fija de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se realiza la 

consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) ¿debe 

declararse la nulidad del Oficio ANT2021EE046901 del 27 de diciembre de 2021?; 

y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

                                                           
6 Archivo 001.1 del expediente digital. 
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2.4. Traslado para alegar  

 

Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, estas 

se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días, 

transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término común de 

diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el Ministerio 

Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto jurídico. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la prueba documental solicitada por el Departamento de 

Antioquia, por las razones expuestas en precedencia. 

 

SEGUNDO: DECRETAR la prueba documental solicitada por la parte demandante, 

en los términos expuestos.  

 

TERCERA: TENER como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso.  

 

CUARTO: REQUERIR a la doctora AURORA VERGARA FIGUEROA, ministra de 

Educación Nacional, para que, en el término de quince (15) días hábiles, contados 

a partir de la fecha de recibo del oficio, certifique la fecha en la que se llevó a cabo 

el pago a la señora Alexandra García Sierra de las cesantías y allegue copia de la 

constancia de la respectiva transacción o consignación (individual o conjunta) 

correspondiente a la vigencia 2020. 

 

QUINTO: REQUERIR a la doctora MÓNICA QUIROZ VIANA, secretaria de 

Educación del DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, para que, en el término de 

quince (15) días hábiles, contados a partir de la fecha de recibo del oficio certifique 

la fecha en la que llevó a cabo la liquidación de las cesantías e intereses a las 

cesantías de la señora Alexandra García Sierra correspondientes al año 2020 y lo 

reportó a la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 

SEXTO: Teniendo en cuenta que la prueba decretada corresponde a una prueba 

documental, no es necesaria su práctica, sino que una vez se allegue la respuesta 

se procederá a su incorporación, en los términos señalados en el literal b) del 

numeral 1° del artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los 

trámites correspondientes para dictar sentencia anticipada. 
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SÉPTIMO: FIJAR EL LITIGIO de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria 

establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se 

realiza la consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) 

¿debe declararse la nulidad del Oficio ANT2021EE046901 del 27 de diciembre de 

2021?; y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

OCTAVO: Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales 

decretadas, ellas se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco 

(5) días hábiles, transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el 

término común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien 

lo tiene el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto 

jurídico.  

 

NOVENO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del Departamento 

de Antioquia al abogado Leonel Giraldo Álvarez, portador de la tarjeta profesional 

número 88.367 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos 

del poder que obra en el expediente digital. 

 

RECONOCER personería para actuar como apoderada del Fomag a la abogada Ilba 

Carolina Rodríguez Correa, portadora de la tarjeta profesional número 315.085 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS  

JUEZ 

Firmado Por:

Saúl  Martínez Salas

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 026

Medellin - Antioquia
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Allan Estid Vanegas Espinal 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y 

Departamento de Antioquia 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00251 00  

Instancia Primera 

Asunto Corre traslado para alegar y reconoce personería 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 9 de agosto de 2021, el docente Allan Estid Vanegas Espinal, invocando el 

numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la Ley 52 de 19752 

y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio (Fomag), por medio de petición radicada ante la Secretaría de 

Educacion del Departamento de Antioquia, que le reconociera y le pagara la sanción 

moratoria por la consignación extemporánea de las cesantías y de los intereses de 

las cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia, en representación 

del Fomag, mediante el Oficio ANT2021EE040122 del 4 de octubre de 2021, negó 

lo solicitado por el docente Vanegas Espinal. Contra dicha decisión no procedía 

recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 2 de junio de 2022; efectuado el reparto, ella 

le correspondió a este despacho judicial. El 7 de julio de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 2 de agosto de 2022, a las partes, a la agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta 

última entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag y el Departamento de Antioquia 

propusieron excepciones de fondo. 

 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 
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5) En cuanto a las pruebas, el Fomag pidió tener como prueba sólo las documentales 

aportadas, en tanto la parte demandante y la entidad territorial solicitaron el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 13 de diciembre de 2022, este despacho judicial corrió traslado de las 

excepciones propuestas; la parte demandante, dentro del término legal, emitió 

pronunciamiento. 

 

 

CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Sentencia anticipada  

 

El numeral 3 del artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo indica que podrá dictarse sentencia anticipada «en 

cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa 

juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de 

legitimación en la causa y la prescripción extintiva». 

 

A su turno, el parágrafo de dicho artículo señala: «en la providencia que corra 

traslado para alegar, se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. 

Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles 

de las excepciones se pronunciará. Surtido el traslado mencionado se proferirá 

sentencia oral o escrita, según se considere». 

 

2. Caso concreto 

 

En el presente caso, este despacho judicial, una vez revisada la documentación que 

obra dentro del expediente, advierte que, en principio, por la causal de caducidad, 

hay lugar a proferir sentencia anticipada, tal y como lo dispone el numeral 3° del 

artículo 182A4 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.  

 

En consecuencia, teniendo en cuenta lo anterior, se correrá traslado a las partes, 

por el término común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si 

a bien lo tiene el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su 

concepto jurídico. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

                                                           
4 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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RESUELVE 

 

 

PRIMERO: ANUNCIAR a las partes que, por la causal de caducidad, se procederá 

a dictar sentencia anticipada. 

 

SEGUNDO: CORRER TRASLADO a las partes, por el término común de diez (10) 

días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el Ministerio Público, 

en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto jurídico. 

 

TERCERO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del 

Departamento de Antioquia al abogado Elidio Valle, portador de la tarjeta 

profesional número 172.633 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en 

los términos del poder que obra en el expediente digital. 

 

CUARTO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio (Fomag) a la abogada Ilba Carolina Rodríguez Correa, portadora de la 

tarjeta profesional número 315.085 expedida por el Consejo Superior de la 

Judicatura, en los términos del poder que obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS  

JUEZ 

Firmado Por:

Saúl  Martínez Salas

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 026

Medellin - Antioquia
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c07ebfda235d3e923f9605f674532737c78090596c5f5c28bf351544716e00ce

Documento generado en 18/08/2023 10:41:36 AM
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Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho - laboral 

Demandante Dora Alba Salazar Saldarriaga 

Demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y 

Departamento de Antioquia 

Radicado 05001 33 33 026 2022-00253 00  

Instancia Primera 

Asunto Niega excepción previa, decreta prueba, fija el litigio y corre 

traslado para alegar 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1) El día 4 de noviembre de 2021, la docente Dora Alba Salazar Saldarriaga, 

invocando el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 19901, el artículo 1° de la 

Ley 52 de 19752 y el Decreto 1176 de 19913, le solicitó al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), por medio de petición radicada ante 

el Departamento de Antioquia, que le reconociera y le pagara la sanción moratoria 

por la consignación extemporánea de las cesantías y de los intereses de las 

cesantías del año 2020. 

 

2) La Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia, en representación 

del Fomag, mediante el Oficio ANT2021EE046774 del 27 de diciembre de 2021, 

negó lo solicitado por la docente. Contra dicha decisión no procedía recurso alguno. 

 

3) La demanda fue presentada el día 1° de junio de 2022; efectuado el reparto, ella 

le correspondió a este despacho judicial. El 7 de julio de 2022 fue admitida la 

demanda, siendo notificada, el día 2 de agosto de 2022, a las partes, a la agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta 

última entidad estatal no ha participado en el trámite del proceso judicial. 

 

4) Efectuado el traslado de la demanda, el Fomag y el Departamento de Antioquia 

propusieron excepciones de fondo. 

 

                                                           
1 Artículo 99. «El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 
(…) 3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El 
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo». 
2 Artículo 1°. « (…) 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 
casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado 
a título de indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados».  
3 «Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 98 y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990». 
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5) En cuanto a las pruebas, el Fomag pidió tener como prueba sólo las documentales 

aportadas, en tanto la parte demandante y la entidad territorial solicitaron el 

decreto de pruebas documentales mediante exhortos. 

 

6) El día 13 de diciembre de 2022, este despacho judicial corrió traslado de las 

excepciones propuestas; la parte demandante, dentro del término legal, emitió 

pronunciamiento. 

 

7) La parte demandante afirma que el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que 

modificó la Ley 91 de 1989, les entregó a las entidades territoriales la 

responsabilidad de reconocer y liquidar las cesantías de los docentes antes del 15 

de febrero de la anualidad siguiente, así como de pagar sus intereses antes del 30 

de enero, en la cuenta individual dispuesta para cada uno de ellos, lo que no se 

hizo. 

 

8) El Departamento de Antioquia afirma que no existe normatividad legal ni línea 

jurisprudencial alguna que señale la obligación de consignarle a los funcionarios del 

magisterio las cesantías y sus intereses en las fechas indicadas por la parte actora 

y que dicho personal docente está sujeto a un régimen especial, régimen que tiene 

su propio marco normativo, diferente a lo regulado para los fondos privados de 

cesantías creados por la Ley 50 de 1990, ley que tampoco establece su aplicación 

al magisterio. 

 

9) El Fomag manifiesta que la demandante es su afiliada, por lo que le es aplicable 

la Ley 812 de 2003, no la Ley 50 de 1990, norma exclusiva para las sociedades 

administradoras de fondos de cesantías, no para un patrimonio autónomo cuya 

finalidad es el pago de las prestaciones sociales de los docentes. 

 

 

CONSIDERACIONES DE ESTE DESPACHO JUDICIAL 

 

1. Marco jurídico 

 

1.1. Decisión de excepciones previas  

 

El artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo4 indica que «Las excepciones previas se formularán y decidirán 

según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del 

artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 

que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, 

resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 

decisión». 

                                                           
4 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
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A su vez, el artículo 100 del Código General del Proceso preceptúa que, dentro del 

término de traslado de la demanda, salvo disposición en contrario, el demandado 

podrá proponer las excepciones previas que se encuentran establecidas de manera 

taxativa. 

 

Por su parte, el artículo 101 de esa misma codificación señala, entre otras cosas, lo 

siguiente: «El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la 

práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida 

continuar el trámite del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido 

oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda 

al demandante».  

 

1.2. Sentencia anticipada  

 

El literal b) del numeral 1° del artículo 182A de la Ley 1437 de 20115 indica que 

podrá dictarse sentencia anticipada: «Cuando no haya que practicar pruebas». 

 

A su turno, el inciso segundo de dicho artículo señala que el juez o magistrado 

ponente, mediante auto, fijará el litigio u objeto de controversia y cumplido lo 

anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de dicho código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

Y su parágrafo único establece: «En la providencia que corra traslado para alegar, 

se indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal 

del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará». 

 

2. Caso concreto 

 

2.1. Excepciones 

 

Teniendo en cuenta que el Fomag y el Departamento de Antioquia sólo presentaron 

excepciones de fondo, no hay lugar a emitir pronunciamiento alguno en esta etapa 

procesal. 

 

2.2. Pruebas 

 

La parte demandante solicita que se exhorte a la entidad territorial para que 

certifique el monto pagado, la fecha exacta en la que se consignaron las cesantías 

correspondientes a la vigencia 2020 o informe si realizó algún trámite y al Ministerio 

de Educación Nacional para que indique el monto y la fecha de consignación de las 

cesantías y precise la fecha exacta en que fueron pagados los intereses a las 

cesantías, el valor cancelado hasta el año 2020 y aporte copia de la transacción. 

                                                           
5 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. 
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Al respecto, este despacho judicial advierte que dentro del expediente reposa una 

de las pruebas documentales solicitadas por la parte actora, correspondiente al 

extracto de los intereses a las cesantías expedido por el Fomag6, documento que 

indica el monto acumulado por concepto de cesantías, el monto reconocido por 

concepto de intereses a las cesantías y la fecha de pago de dichos intereses. 

Teniendo en cuenta lo anterior, resulta innecesario decretar la prueba en los 

términos solicitados.  

 

Así las cosas, la prueba será decretada en el siguiente sentido: (i) se le ordenará a 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, que, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, certifique la 

fecha de pago de las cesantías causadas del 1 de enero al 31 de diciembre del 2020 

y allegue copia de la constancia de la transacción o consignación (individual o 

conjunta) a la demandante; y (ii) se le ordenará a la entidad territorial, a través de 

la Secretaría de Educación, que, en el mismo término, certifique la fecha en la que 

llevó a cabo la liquidación de las cesantías e intereses a las cesantías de la 

demandante correspondientes al año 2020 y lo reportó a la Fiduciaria La Previsora 

S.A.  

 

Por otra parte, el Departamento de Antioquia solicita oficiar al Fomag para que dé 

respuesta al derecho de petición radicado el 25 de mayo de 2022, en caso de que 

no haya sido atendido. Sin embargo, se advierte que la respuesta obra en el archivo 

006.1 del expediente digital, por lo que será incorporada al expediente y no se 

oficiará. 

 

Además, se tendrán como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, como las pruebas decretadas son de naturaleza 

documental, no se advierte la necesidad de celebrar audiencia inicial ni de pruebas, 

por lo que, en los términos señalados en el literal b) del numeral 1° del artículo 182 

de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los trámites correspondientes 

para dictar sentencia anticipada.  

 

2.3. Fijación del litigio 

 

El litigio se fija de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se realiza la 

consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) ¿debe 

declararse la nulidad del Oficio ANT2021EE046774 del 27 de diciembre de 2021?; 

y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

                                                           
6 Archivo 001.1 del expediente digital. 
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2.4. Traslado para alegar  

 

Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales decretadas, ellas 

se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco (5) días, 

transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el término común de 

diez (10) días hábiles, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien lo tiene el 

Ministerio Público, en la misma oportunidad procesal, podrá presentar su concepto 

jurídico. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la prueba documental solicitada por el Departamento de 

Antioquia, por las razones expuestas en precedencia. 

 

SEGUNDO: DECRETAR la prueba documental solicitada por la parte demandante, 

en los términos expuestos. 

 

TERCERA: TENER como pruebas los documentos allegados al expediente por la 

parte demandante y por las entidades demandadas, a los cuales se les dará pleno 

valor probatorio porque ninguno de ellos fue tachado de falso.  

 

CUARTO: REQUERIR a la doctora AURORA VERGARA FIGUEROA, ministra de 

Educación Nacional, para que, en el término de quince (15) días hábiles, contados 

a partir de la fecha de recibo del oficio, certifique la fecha en la que se llevó a cabo 

el pago a la señora Dora Alba Salazar Saldarriaga de las cesantías y allegue copia 

de la constancia de la respectiva transacción o consignación (individual o conjunta) 

correspondiente a la vigencia 2020. 

 

QUINTO: REQUERIR a la doctora MÓNICA QUIROZ VIANA, secretaria de 

Educación del DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, para que, en el término de 

quince (15) días hábiles, contados a partir de la fecha de recibo del oficio certifique 

la fecha en la que llevó a cabo la liquidación de las cesantías e intereses a las 

cesantías de la señora Alexandra García Sierra correspondientes al año 2020 y lo 

reportó a la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 

SEXTO: Teniendo en cuenta que la prueba decretada corresponde a una prueba 

documental, no es necesaria su práctica, sino que una vez se allegue la respuesta 

se procederá a su incorporación, en los términos señalados en el literal b) del 

numeral 1° del artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se procederá a adelantar los 

trámites correspondientes para dictar sentencia anticipada. 
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SÉPTIMO: FIJAR EL LITIGIO de la siguiente manera: (i) ¿la sanción moratoria 

establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 resulta aplicable cuando no se 

realiza la consignación oportuna de las cesantías a los docentes estatales?; (ii) 

¿debe declararse la nulidad del Oficio ANT2021EE046774 del 27 de diciembre de 

2021?; y (iii) ¿las excepciones propuestas están llamadas a prosperar? 

 

OCTAVO: Una vez se alleguen las respuestas a las pruebas documentales 

decretadas, ellas se pondrán en conocimiento de las partes por el término de cinco 

(5) días hábiles, transcurridos los cuales se correrá traslado a las partes, por el 

término común de diez (10) días, para que alleguen sus alegatos finales. Si a bien 

lo tiene el Ministerio Público, en la misma oportunidad, podrá presentar su concepto 

jurídico.  

 

NOVENO: RECONOCER personería para actuar como apoderado del 

DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA al abogado Leonel Giraldo Álvarez, portador de 

la tarjeta profesional número 88.367 expedida por el Consejo Superior de la 

Judicatura, en los términos del poder que obra en el expediente digital. 

 

RECONOCER personería para actuar como apoderada de la NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) a la abogada Ilba 

Carolina Rodríguez Correa, portadora de la tarjeta profesional número 315.085 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los términos del poder que 

obra en el expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS  

JUEZ 
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Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Acción constitucional   Popular  

Demandante Manuela Alejandra Morales Cárdenas  

Demandado Municipio de Ituango  

Radicado 05001 33 33 026 2022 00469 00 

Instancia Primera 

Auto n°. 39 

Asunto Rechaza recurso por ser extemporáneo   

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1. El 28 de julio de 2023, este despacho judicial en la acción popular de la referencia 

profirió sentencia de primera instancia. 

 

2. El 31 de julio de 2023, la sentencia fue notificada a las partes por correo 

electrónico del 31 de julio de 2023 y por estados del 1 de agosto de 2023. 

 

3. El 16 de agosto de 2023, el Municipio de Ituango presentó recurso de apelación 

en contra de la sentencia número 28 del 28 de julio de 2023. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

 

1. Apelación de sentencias en acciones populares  

 

El artículo 37 de la Ley 472 de 1998 señala que El recurso de apelación procederá 

contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad 

señalada en el Código de Procedimiento Civil (hoy, Código General del Proceso).  

 

Por su parte, el artículo 322 del Código General del Proceso, que indica la 

oportunidad y los requisitos del recurso de apelación, señala que cuando la 

sentencia se profiera por fuera de audiencia, el recurso deberá interponerse dentro 

de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

 

Ahora bien, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 

mediante auto de unificación jurisprudencial proferido el día 29 de noviembre de 

2022, estableció la siguiente regla: «La notificación de las sentencias por vía 

electrónica prevista en el inciso primero del artículo 203 del CPACA se entenderá 

realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje 
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y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación, de 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 205 del CPACA»1. 

 

2. Caso concreto 

 

Como ya se dijo, la sentencia fue notificada por correo electrónico del 31 de julio 

de 20232 y por estado fijado el 1 de agosto de 2023. La notificación por correo 

electrónico se entendió realizada a los dos (2) días hábiles siguientes al envío del 

mensaje, esto es, el 2 de agosto de 2023; el término para recurrir la sentencia 

venció el 8 de agosto de 2023. 

 

No obstante, con el fin de garantizar el derecho de contradicción y defensa de las 

partes, la sentencia también se notificó por estados, trámite que se surtió el 1 de 

agosto de 2023, en este evento, si las partes no habían recibido la notificación de 

la sentencia por correo electrónico, el término para recurrir empezó a correr a partir 

del día hábil siguiente a su fijación, 2 de agosto de 2023, y feneció el 4 de agosto 

de 2023. 

 

La parte demandante allegó el recurso de apelación el 16 de agosto de 2023. En 

consecuencia, él fue interpuesto cuando había precluido la oportunidad legal. Por 

lo tanto, este despacho judicial RECHAZARÁ, por extemporáneo, el recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por el Municipio de 

Ituango, por las razones consignadas en la parte motiva de la presente decisión. 

 

SEGUNDO: La secretaría del juzgado realizará las anotaciones correspondientes. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS 

JUEZ 

                                                
1 Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Auto de Unificación Jurisprudencial del 29 de noviembre 
de 2022. 
2 Constancia de recibo del correo por parte del Municipio de Ituango, archivo: 040 Correo (31-7-23). 
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Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de control  Ejecutivo 

Ejecutante Jaime Esteban Álzate Castaño  

Ejecutado ESE Hospital Pedro Claver Aguirre Yepes  

Radicado 05001 33 33 026 2022 00529 00 

Instancia Primera 

Asunto Requiere  

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1. El 19 de enero de 2021, este despacho judicial declaró la nulidad parcial del acto 

administrativo contenido en la Resolución 30 del 5 de mayo de 2014 y, en 

consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, ordenó a la ESE Hospital 

Pedro Claver Aguirre Yepes del Municipio de Toledo lo siguiente: (i) reconocer y 

pagar a favor del señor Jaime Esteban Alzate Castaño las horas extras y el reajuste 

del trabajo ordinario, nocturno, dominical y festivo (diurno y nocturno) con base 

en el valor de 190 horas mensuales; y (ii) reajustar o reliquidar los aportes para 

pensiones y el auxilio de cesantías; también la condenó en costas (agencias en 

derecho y gastos del proceso); las agencias en derecho fueron fijadas en la suma 

de doscientos mil pesos ($200.000). La ejecutoria de la sentencia se produjo el día 

5 de febrero de 2021. 

 

2. El 24 de febrero de 2021, la secretaría de este juzgado liquidó las costas, las 

que ascendieron a la suma de doscientos mil pesos ($200.000); su aprobación se 

realizó mediante auto del 25 de febrero de 2022. 

 

3. El 4 de octubre de 2022, el señor Jaime Esteban Alzate Castaño, por medio de 

apoderado judicial, presentó demanda ejecutiva conexa al proceso ordinario 

05001-33-33-026-2014-01347-00. 

 

4. El día 3 de noviembre de 2022, este despacho judicial libró mandamiento de 

pago en contra de la ESE Hospital Pedro Claver Aguirre Yepes del Municipio de 

Toledo para que diera estricto cumplimiento a la sentencia proferida por este 

juzgado el día 19 de enero de 2021 en el proceso radicado 

05001333302620140134700, decisión que fue notificada en debida forma a las 

partes, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a la agente del 

Ministerio Público 

 

5. En el término de traslado, la ESE Hospital Pedro Claver Aguirre Yepes no propuso 

excepciones; tampoco pagó la obligación.  



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

2022-00529 
Página 2 de 3 

6. El día 20 de enero de 2023, este juzgado ordenó seguir adelante la ejecución y, 

por lo tanto, requirió a las partes para que, en los términos establecidos en la 

norma legal, liquidaran el crédito. 

 

7. El 21 de julio de 2023, la parte ejecutante allegó la liquidación del crédito, la 

cual adicionó el 24 de julio de 2023; la liquidación presentada fue remitida al correo 

electrónico de la entidad ejecutada. El traslado de la liquidación se surtió desde el 

día 29 a 31 de julio de 20231. La ejecutada no emitió pronunciamiento. 

 

8. El 3 de agosto de 2023, este despacho judicial aprobó la liquidación del crédito 

presentada por la parte actora el 21 de julio de 2023. 

 

9. El 17 de agosto de 2023, la parte ejecutante solicitó el embargo de dos cuentas 

bancarias de la parte ejecutada: (i) del Banco BBVA Colombia, cuenta corriente 

001560; y (ii) del Banco Agrario, cuenta de ahorros 004787. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

1. Marco jurídico 

 

El artículo 599 de la Ley 1564 de 20122 dispone lo siguiente: «Desde la 

presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro 

de bienes del ejecutado». 

 

Asimismo, el artículo 83 de esa misma ley establece, como uno de los requisitos 

adicionales de la demanda, que, en el caso de que se pidan medidas cautelares, 

deberá determinarse las personas o los bienes objeto de ellas, así como el lugar 

donde se encuentran. 

 

Ahora bien, respecto a los bienes inembargables, el artículo 594 del Código General 

del Proceso indica que no podrán embargarse: «1. Los bienes, las rentas y recursos 

incorporados en el presupuesto general de la Nación o de las entidades territoriales, 

las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 

social (…)». 

 

En cuanto a la inembargabilidad de los recursos provenientes de las rentas 

incorporadas al presupuesto general de la Nación, dicha disposición reitera el 

artículo 19 del Decreto 11 de 1996, reglamentado por el Decreto 1101 de 2007: 

                                                
1 Ley 2213 de 2022, artículo 9, parágrafo: «Cuando una parte acredite haber enviado un escrito del 
cual deba correrse traslado a los demás sujetos procesales, mediante la remisión ce la copia por un 
canal digital, se prescindirá del traslado por Secretaría, el cual se entenderá realizado a los dos (2) 
días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a contarse cuando 

el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario 
al mensaje». 
2 Código General del Proceso, aplicable en el proceso administrativo en virtud de la remisión 
establecida en el artículo 306 de la Ley 1437 de 2011. 
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«Son inembargables las rentas incorporadas en el presupuesto general de la 

Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman»3. 

 

2. Caso concreto 

 

La parte ejecutante, con el fin de proteger y efectivizar la sentencia, solicitó que 

se decrete el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en las 

siguientes cuentas bancarias de la entidad ejecutada: (i) cuenta corriente 001560 

del Banco BBVA Colombia; y (ii) cuenta de ahorros 004787 del Banco Agrario. 

 

Por lo anterior y teniendo en cuenta el marco jurídico, previo a resolver la solicitud 

de decreto de medida cautelar y con la finalidad de identificar si las cuentas 

relacionadas tienen alguna restricción de embargabilidad, este despacho judicial 

dispondrá requerir a esas entidades bancarias para que informen lo siguiente: si 

dichas cuentas tienen certificado de inembargabilidad; en caso afirmativo, deberán 

allegar el certificado de inembargabilidad expedido por la entidad ejecutada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del 

Circuito de Medellín, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: REQUERIR (i) al Banco BBVA Colombia para que, dentro de los tres 

(3) días hábiles siguientes al recibo del oficio, informe si la CUENTA CORRIENTE 

001560, cuyo titular es la ESE Hospital Pedro Claver Aguirre Yepes, tiene 

certificado de inembargabilidad; en caso afirmativo, deberá allegarlo; y (ii) al 

Banco Agrario para que, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al recibo del 

oficio, informe si la CUENTA DE AHORROS 004787, cuyo titular es la ESE 

Hospital Pedro Claver Aguirre Yepes, tiene certificado de inembargabilidad; en caso 

afirmativo, deberá allegarlo. 

 

SEGUNDO: Por secretaría, líbrense los oficios comunicándoles el requerimiento. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

SAÚL MARTÍNEZ SALAS 

JUEZ 

                                                
3 Artículo 19. 
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